STC 38/2002: Cabo de Gata-Nijar
 Resumen del conflicto: conflicto positivo de competencia entre el Estado y la Junta de Andalucía en atención a dos normas que afectan a un mismo espacio físico: el Decreto de la Junta 418/1994, por el que se aprueba el plan de ordenación de los recursos naturales y el plan rector de uso y gestión del parque natural de Cabo de Gata-Níjar, la primera; y contra la Orden de Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación por la que se establece la reserva marina de Cabo de Gata-Níjar, la segunda.

La discusión se plantea entorno a la delimitación competencial de las siguientes materias: competencia estatal en pesca (149.1.19 CE) sobre el mar territorial como bien de dominio público estatal, de un lado; y las competencias autonómicas sobre medio ambiente y espacios naturales protegidos, por otro.

Resumen del fallo: Se estima parcialmente el conflicto positivo de competencia planteado por el Estado, por entender que algunos de los artículos del plan andaluz vulneran las competencias estatales sobre pesca marítima, y declara no aplicables otra serie de preceptos en el tramo del parque natural que se extiende en el mar territorial. Por otro lado desestima el conflicto planteado por la Junta de Andalucía contra la Orden ministerial. 

· El territorio como elemento delimitador de competencias (FJ 6):


«… el territorio… se configura como elemento definidor de las competencias de los poderes públicos territoriales …y, en concreto, como definidor de las de cada Comunidad Autónoma en su relación con las demás Comunidades y con el Estado (STC 99/1986, de 10 de julio [RTC 1986, 99]). Funcionalidad que, reconocida expresamente en los propios Estatutos, dimana de «la necesidad de hacer compatible el ejercicio simultáneo de las competencias asumidas por las distintas Comunidades» (STC 44/1984, de 27 de marzo [RTC 1984, 44], F. 2), y que sirve directamente, en ocasiones, al objetivo de atribuir, localizándola en atención al ámbito en que se desarrollan las oportunas actividades materiales, la titularidad de la correspondiente competencia (ferrocarriles y carreteras, art. 148.1.5ª CE: SSTC 132/1996, de 22 de julio [RTC 1996, 132]; 65/1998, de 18 de marzo [RTC 1998, 65]; 132/1998, de 18 de junio [RTC 1998, 132]; aprovechamientos hidráulicos e instalaciones eléctricas, art. 149.1.22ª), como de modo indubitado ha reconocido con carácter general la jurisprudencia de este Tribunal (STC 86/1988, de 3 de mayo [RTC 1988, 86]) y, específicamente, en relación con las actividades de transporte (SSTC 97/1983, de 15 de noviembre [RTC 1983, 97], 180/1992, de 16 de noviembre [RTC 1992, 180]; 118/1996, de 27 de junio [RTC 1996, 118]).»

« …que las competencias de las Comunidades se circunscriben a su ámbito territorial ha sido afirmado por este Tribunal repetidas veces y también en la STC 37/1981, de 16 de noviembre (RTC 1981, 37), aunque con la salvedad de que ello no impide que el ejercicio de las competencias de una Comunidad pueda tener repercusiones de hecho fuera de la misma; lo que no es aquí el caso, pues no se trata de repercusiones indirectas sino del ejercicio directo de competencias (STC 49/1988, de 22 de marzo [RTC 1988, 49], F. 30), pues «en el reparto competencial configurado por la Constitución y los respectivos Estatutos de las Comunidades Autónomas, el ejercicio de una competencia atribuida a una de ellas debe tener como soporte y presupuesto el territorio en el cual esa Comunidad ejerce sus potestades, de suerte que éste opera como límite para aquél, ya que si no se respetara tal ámbito competencial podría invadirse indebidamente el de otra Comunidad con olvido de lo que hemos dado en llamar la territorialidad de las competencias autonómicas» (STC 195/2001, de 4 de octubre [RTC 2001, 195], F. 3). En suma, se trata de un criterio reiterado, pues en igual sentido nos pronunciamos en la STC 101/1995, 20 de junio (RTC 1995, 101), F. 7, que trae a colación también el pronunciamiento de la STC 33/1982, de 8 de junio (RTC 1982, 33).»

«…En cuanto a lo que deba entenderse por territorio autonómico, hemos afirmado que “tanto la jurisprudencia del Tribunal Supremo, como la doctrina del Consejo de Estado, han sostenido en forma inequívoca y, concretamente, respecto a los puertos y a la zona marítimo-terrestre que uno y otra forman parte del territorio municipal en que están enclavados, basándose en que legalmente todo el territorio nacional se divide en términos municipales, de forma que no pueden quedar espacios territoriales excluidos de ellos (Sentencias de 2 de octubre de 1967 [RJ 1968, 5211]; 24 de enero de 1974 [RJ 1974, 566]; 16 de diciembre de 1977 [RJ 1978, 361]; 17 de marzo de 1980 [RJ 1980, 2201], dictámenes del Consejo de Estado de 10 de mayo de 1952 y 14 de febrero de 1957). Parece claro que la misma doctrina hay que aplicar a la división del territorio nacional en Comunidades Autónomas (art. 137 de la Constitución), máxime cuando esa división del territorio nacional es ahora total» (STC 77/1984, de 3 de julio [RTC 1984, 77], F. 3).»
· Las competencias de las Comunidades Autónomas en la zona marítimo-terrestre y en el mar territorial.(FJ 6):
«…En el mar territorial excepcionalmente pueden llegar a ejercerse competencias autonómicas, eventualidad ésta que dependerá, bien de un explícito reconocimiento estatutario (vertidos industriales o contaminantes en aguas territoriales, salvamento marítimo: arts. 17.6 y 11 EAA) bien de la naturaleza de la competencia tal como resulta de la interpretación del bloque de la constitucionalidad (acuicultura: STC 103/1989, de 8 de junio [RTC 1989, 103]; ordenación del sector pesquero: STC 158/1986, de 11 de diciembre [RTC 1986, 158]; marisqueo: STC 9/2001, de 18 de enero [RTC 2001, 9]) .»
«…Pero la naturaleza de la que aquí se esgrime, esto es, la competencia autonómica para la protección de espacios naturales, hace problemática su extensión al mar territorial.

En efecto, de una parte, el mar territorial, como soporte topográfico del medio ambiente se integra en primer término por un elemento móvil -las aguas- que, por obvias razones físicas no pueden adscribirse de modo permanente a un lugar determinado y, de otra, en ellas se ejerce la competencia exclusiva del Estado sobre pesca marítima que recae sobre uno de los elementos del espacio natural -gran parte de la vida marina- que se halla más necesitado de protección.

De ahí se deducen dos consecuencias: la primera que la competencia autonómica para la protección de espacios naturales sólo se extenderá al mar territorial cuando, excepcionalmente, así lo exijan las características del espacio protegido; y, la segunda, que dicha competencia se halla limitada, en el presente caso, por la competencia estatal sobre pesca marítima que, al recaer sobre uno solo de los elementos que constituyen el objeto de protección resulta más específica y, por ello, ha de prevalecer en caso de colisión. Prevalencia que cabe afirmar desde ahora sin perjuicio de la necesidad de colaboración a la que más adelante habremos de referirnos»
«…Aunque las competencias de la Junta de Andalucía en materia de espacios naturales protegidos no alcanzan, por regla general, al mar territorial, las circunstancias y características específicas del espacio a proteger pueden demandar, en ocasiones excepcionales, que el mismo se extienda en alguna medida sobre el mar territorial, singularmente cuando así venga exigido por la continuidad y unidad de dicho espacio físico.

Sin embargo, la posibilidad de que excepcionalmente un espacio natural de competencia autonómica en cuanto a su declaración y gestión, como es el caso que nos ocupa, pueda incluir algún ámbito del mar territorial, por reducido que sea éste, como aquí ocurre, no se compadece con el desconocimiento de las competencias estatales que puedan legítimamente desarrollarse en el mismo espacio físico, pues, en el fundamento jurídico 3 de la STC 15/1998, de 22 de enero (RTC 1998, 15) se declaró, «en consonancia con reiterada jurisprudencia anterior, que la atribución de una competencia sobre un ámbito físico determinado no impide necesariamente que se ejerzan otras competencias en ese espacio, siempre que ambas tengan distinto objeto jurídico, y que el ejercicio de las competencias autonómicas no interfieran o perturben el ejercicio de las estatales, por lo que, frecuentemente, resultará imprescindible el establecimiento de mecanismos de colaboración que permitan la necesaria coordinación y cooperación entre las Administraciones públicas implicadas» (STC 110/1998, de 21 de mayo [RTC 1998, 110], F. 2).…»

«…es necesario insistir, una vez más, en orden a una adecuada articulación de las competencias autonómicas sobre la ordenación del territorio y de las competencias estatales sectoriales que afectan al uso del territorio, en el establecimiento de fórmulas de cooperación, que resultan especialmente necesarias en estos supuestos de concurrencia de títulos competenciales en los que deben buscarse aquellas soluciones con las que se consiga optimizar el ejercicio de ambas competencias (SSTC 32/1983 [RTC 1983, 32]; 77/1984; 227/1988 [RTC 1988, 227] y 36/1994 [RTC 1994, 36]) pudiendo elegirse, en cada caso, las técnicas que resulten más adecuadas: el mutuo intercambio de información, la emisión de informes previos en el ámbito de la propia competencia, la creación de órganos de composición mixta, etc. (STC 40/1998 [RTC 1998, 40], F. 30). Sin embargo es posible que esos cauces o fórmulas de cooperación resulten en algún caso concreto insuficientes para resolver los conflictos que puedan surgir, habiendo declarado este Tribunal Constitucional que en tales supuestos el Estado no puede verse privado del ejercicio de sus competencias exclusivas por la existencia de una competencia, aunque también sea exclusiva, de una Comunidad Autónoma (STC 56/1986 [RTC 1986, 56], F. 3)» (STC 149/1998, de 2 de julio [RTC 1998, 149], F. 4).»
· Competencia estatal sobre pesca marítima (149.1.19 CE) :

«la STC 56/1989, de 16 de marzo (RTC 1989, 56) (F. 5), estableció también los criterios para diferenciar el alcance de cada una de estas materias, que constituyen desde entonces doctrina constante de este Tribunal (SSTC 147/1991, de 4 de julio, 44/1992, de 2 de abril; 57/1992, de 9 de abril; 68/1992, de 30 de abril; 149/1992, de 19 de octubre, y 184/1996, de 14 de noviembre, ...). Sintéticamente, por pesca marítima hay que entender la regulación de la actividad extractiva y, como presupuesto de ella, el régimen de protección, conservación y mejora de los recursos pesqueros... De manera más detallada, la pesca marítima incluye la normativa referente a los recursos y las zonas donde puede pescarse (fondos, caladeros, distancias, cupos), a los períodos en que puede pescarse (vedas, horas) y a la forma y medios de realización de la actividad extractiva en el mar (artes, medios de pesca)» (STC 9/2001, de 18 de enero, F. 5). »

«…Como hemos dicho en la STC 147/1991 (F. 5) sólo desde una ordenación unitaria del caladero nacional pueden fijarse criterios efectivos de protección de un recurso natural necesariamente móvil y, por ello, difícilmente separable entre Comunidades Autónomas y limítrofes» (STC 44/1992, de 2 de abril, F. 3).»

· Deslinde competencial entre las materias «pesca marítima» (de competencia estatal), y «espacios naturales protegidos» y «medio ambiente» (de competencia autonómica) (FJ 11 y voto particular): 
Para proceder al deslinde, el TC acude a analizar cómo se halla configurada la materia en la normativa europea y en la legislación española en vigor
 y, en este sentido, señala que «la legislación nacional también configura a las medidas de protección que se controvierten en este conflicto de competencias como propias de la materia «pesca marítima» (disposición adicional segunda, apartado 1, de la Ley 3/2001).» El TC viene a admitir que en la competencia estatal en pesca marítima (149.1.19 CE) cabe encuadrar las medidas de la Orden Ministerial que «responden a la dimensión conservacionista de la materia «pesca marítima» », como «prerrequisito de la propia actividad extractiva.»
El voto particular de Garcia Manzano, sin embargo, no coincide con aquel planteamiento. Señala en primer lugar lo que el TC ha venido entendiendo como la materia propia de esta competencia estatal: «…la «pesca marítima», … comprende, como este Tribunal ha declarado con reiteración de un lado, la actividad extractiva en sí misma (como actividad productiva) y la necesaria y complementaria para que esa actividad pueda llevarse a cabo en condiciones de no agotar los recursos pesqueros (zonas y épocas de veda, localización de caladeros, artes o aparejos según la modalidad o la clase de pesca, etc.), ámbito éste de regulación que pertenece en exclusiva al Estado…»; y concluye su argumentación entendiendo que las medidas de la Orden Ministerial no regula la pesca marítima como actividad, sino más bien persiguen preservar un espacio, por lo que debía haber sido declarado nulo por vulneración de las competencias autonómicas sobre espacios naturales protegidos y medio ambiente.
VOTO PARTICULAR de PABLO GARCIA MANZANO.

A su juicio, debió desestimarse el conflicto de competencias promovido por el Estado, por entender ajustado al  orden constitucional de competencias el Decreto andaluz, y, en cambio, procedía haber estimado el promovido por la comunidad autónoma andaluza, porque la Orden Ministerial no tiene el soporte de la competencia exclusiva del Estado en materia de pesca marítima.

Alcance territorial de las competencias autonómicas sobre la franja marítima del mar territorial:
«…el art. 132.2 CE deja bien claro que integran el dominio público del Estado aquellos bienes que una Ley determine, y en cualquier caso: «la zona marítimo-terrestre, las playas, el mar territorial, y los recursos naturales de la zona económica y la plataforma continental». Nadie pone en cuestión, pues, que el mar territorial pertenece al Estado en cuanto bien demanial, pero ello no significa que en dicho espacio marítimo no puedan ejercerse competencias como la actuada por la Junta de Andalucía (protección de espacios naturales mediante la declaración y gestión de Parque Natural), siempre que el espacio a proteger constituya una unidad, un ecosistema, y justifique un tratamiento conjunto de sus zonas terrestre y marítima para que tal protección sea coherente y efectiva.»

«…la declaración de un espacio natural protegido, en este caso de un Parque Natural, por quien ostenta exclusiva competencia para ello (en este caso, la Comunidad Autónoma de Andalucía, «ex» art. 13.7 de su Estatuto de Autonomía) puede comprender, sin constituir extralimitación territorial reprochable, ni excepcionalidad alguna, espacios de mar territorial en tanto en cuanto los mismos se integren en la unidad biológica o ecosistema objeto de preservación y tutela. Y es que territorio no se identifica aquí ni es coextenso con «espacio natural», pues no es tanto límite físico del ejercicio de competencias (más bien, delimitación) cuanto objeto de sus potestades o ámbito de ejercicio de sus funciones.»

Ambito materia de la competencia estatal sobre pesca marítima (149.1.19 CE): 
«…La declaración, como parte integrante del parque, de una zona marina, y su régimen jurídico protector, no suponen ejercicio de competencia sobre pesca marítima»

A juicio del magistrado el Decreto andaluz tiene por «…objeto la protección de los recursos naturales, entre ellos, los piscícolas, pero no en el contexto extractivo o de actividad industrial antes referido, sino en el propio o intrínseco de su preservación, no ligada a su explotación industrial. La perspectiva finalista es, en mi criterio, decisiva: no se regula la pesca en el mar, sino que se preserva un espacio marino (una pequeña franja del mar territorial vinculada a la costa y a los usos tradicionales en el litoral de dicha zona almeriense) para tutelar el entero y único ecosistema objeto de protección, por quien tiene a su cargo ejercerla. No hay aquí, por tanto, pesca marítima, sino protección única y exclusivamente de la fauna piscícola próxima al litoral.»

 Respecto a la Orden Ministerial estatal, el magistrado señala que las medidas allí adoptadas no pueden encuadrarse en la competencia estatal sobre pesca marítima, sino que deben encajarse en la competencia sobre espacios naturales protegidos de titularidad exclusiva de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en relación con el medio ambiente, por lo que debiera ser declarada no ajustada al orden constitucional de distribución de competencias.
� El criterio del TC de acudir a la legislación vigente para efectuar la delimitación competencial en una materia tiene la ventaja de que de alguna manera esta admitiendo que si se modifica dicha legislación estatal cabría otra manera de distribución competencial, es decir, que la distribución no tiene porque ser estática ni inamovible, sino que depende en gran medida de una Ley de las Cortes Generales, más que del bloque de constitucionalidad.





